
 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE BOLÍVAR 
JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MAGANGUÉ 

 

Sentencia N° 126 

 

Rad.:   13 - 430 – 40 – 89 – 003 – 2020 – 00292– 00  

Magangué, Bolívar, once (11) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

 

1. ANTECEDENTES 

 

YAJAIRA BARBOSA VEGA, actuando en nombre propio, instaura acción de tutela 

contra de la UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO, para que le sea protegido su 

derecho fundamental de petición, el cual estima vulnerado por los hechos que a 

continuación se sintetizan:   

                            

 Manifiesta la accionante que el diecisiete (17) de septiembre del 2020 

impetro ante la accionada derecho de petición, en el cual solicitaba se le 

realizara la devolución a Icetex del dinero desembolsado por concepto de 

crédito educativo referenciado con el No. 5384575, toda vez que solicito la 

anulación del mismo, antes que se desembolsara.  

 Que el veintidós (22) de Septiembre de la cursante anualidad, recibió 

respuesta de la petición referenciada en el párrafo anterior.  

 Que se comunicó de manera inmediata con un funcionario del Icetex para 

corroborar que el procedimiento de devolución ya se haya consumado o 

terminado a cabalidad; respondiéndole el que faltaba que se le expidiera por 

parte de la universidad un certificado de anulación del crédito. 

 Que presente a la UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO el seis (06) de 

Noviembre del año en curso otro derecho de petición en el cual solicitaba se 

le sirviera expedir certificado de anulación del crédito educativo referenciado 

con el No. 5384575, para así poder dejar por terminado el proceso de 

anulación del crédito ante el Icetex.  

 Que la UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO respondió a mi solicitud, no de 

manera clara ni puntual ni en ningún momento tendiendo a lo solicitado; por 

lo contrario una respuesta que no llena las expectativas ni mucho menos 

resuelve de fondo su petición, razón por lo cual acude a esta instancia 

judicial, con el ánimo que se me resuelva de manera clara, expresa, puntual 

y de fondo su solicitud.  

 

2. PRETENSIONES 

 

Con base en los anteriores hechos, el accionante solicita se ampare su derecho 

fundamental de petición, y como consecuencia de ello se ordene a la 

UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO dar respuesta de fondo, clara expresa, puntual 

y que resuelva en realidad mi petición incoada en fecha seis (06) de noviembre del 

año en curso. 

 

3. ACTUACIÓN PROCESAL 
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La acción de tutela fue admitida mediante auto del 26 de noviembre de 2020 y se 

requirió al representante legal de la UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO, para que 

rindiera un informe pormenorizado sobre los hechos que dieron origen a la presente 

acción.  

 

Así mismo se ordenó vincular  al INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO 

EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR – ICETEX-, para que 

dentro del término de veinticuatro (24) horas, contadas a partir del recibo de la 

comunicación correspondiente, se sirva rendir a este Despacho Judicial un informe 

detallado sobre los hechos que dieron origen a la presente acción, debiendo 

acompañar copia de los antecedentes del caso 

 

La UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO, pese a encontrarse debidamente, no dio 

respuesta al requerimiento hecho por el Despacho 

 

3.1.  INFORME DEL INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO 

Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR – ICETEX 

 

La Entidad vinculada a través de su apoderado judicial contestó la presente acción 
informando que El ICETEX el 27 de noviembre de 2020 se remitió respuesta de 
fondo, clara y concisa al accionante, no obstante en esta oportunidad se vuelve a 
indicar al solicitante que frente a su solicitud. 
 
Fielmente solicita denegar el amparo solicitado respecto del ICETEX, ordenar su 
desvinculación al presente trámite constitucional 
 

4. PRUEBAS 

 

4.1. Aportadas por la parte accionante  

 

 Derecho de petición. 

 Contestación del derecho de petición. 

  

4.2. Aportadas por la parte vinculada 

 

 Certificación expedida por la Vicepresidencia de Operaciones y Tecnología– 

Coordinador Grupo Administración de Cartera 

 Certificación expedida por el Grupo de crédito 

 Respuesta derecho de petición y constancia de envío 

 Copia de la Resolución No. 0105 del 12 de febrero de 2020 mediante la cual 

se nombra como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICETEX a la Dra. 

Ana Lucy Castro Castro y del Acta de Posesión No. 05 del 17 de febrero de 

2020. 

 Resolución No. 186 del 26 de febrero de 2020. 

 Resolución No. 662 del 10 de mayo de 2018. 

 Poder conferido. 

 

5. CONSIDERACIONES 

 

1.1. Competencia 
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El Juzgado Tercero Promiscuo Municipal de Magangué es competente para 

conocer del presente trámite de tutela en ejercicio de sus competencias 

constitucionales y legales, en particular las contenidas en los artículos 86 de la 

Constitución y 37 del Decreto 2591 de 1991. 

 

1.2. Problema Jurídico  

 

Corresponde al Despacho determinar si, en el presente caso, si ¿La Alcaldía 

Municipal de Magangué vulnera el derecho de petición al señor Carlos David 

Polanco González, en calidad de representante legal y comandante del Cuerpo de 

Bomberos Voluntarios de Magangué al no darle respuesta de fondo a la misma? 

 

Con el objeto de resolver el cuestionamiento planteado, se abordarán los siguientes 

temas: (i) Derecho fundamental de Petición y (iii) resolución del caso concreto.  

 

5.2.2. Derecho fundamental de petición. 

Sobre el particular el Despacho traerá a colación reciente jurisprudencia de la Corte 

Suprema de Justicia, específicamente la Sentencia T-230 de 2020, que reza: 

 

“4.5.1. Caracterización del derecho de petición. El artículo 23 de la 

Constitución dispone que “[t]oda persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución.” Esta garantía ha sido denominada 

derecho fundamental de petición, con el cual se promueve un canal de 

diálogo entre los administrados y la administración, “cuya fluidez y eficacia 

constituye una exigencia impostergable para los ordenamientos organizados 

bajo la insignia del Estado Democrático de Derecho”1. De acuerdo con la 

jurisprudencia constitucional, esta garantía tiene dos componentes 

esenciales: (i) la posibilidad de formular peticiones respetuosas ante las 

autoridades, y como correlativo a ello, (ii) la garantía de que se otorgue 

respuesta de fondo, eficaz, oportuna y congruente con lo solicitado. Con 

fundamento en ello, su núcleo esencial se circunscribe a la formulación de la 

petición, a la pronta resolución, a la existencia de una respuesta de fondo y 

a la notificación de la decisión al peticionario.  

4.5.2. Formulación de la petición. En virtud del derecho de petición 

cualquier persona podrá dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades, ya 

sea verbalmente, por escrito o por cualquier otro medio idóneo (art. 23 CN y 

art. 13 CPACA). En otras palabras, la petición puede, por regla general, 

formularse ante autoridades públicas, siendo, en muchas ocasiones, una de 

las formas de iniciar o impulsar procedimientos administrativos. Estas últimas 

tienen la obligación de recibirlas, tramitarlas y responderlas de forma clara, 

oportuna, suficiente y congruente con lo pedido, de acuerdo con los 

estándares establecidos por la ley.” 

4.5.3. Pronta resolución. Otro de los componentes del núcleo esencial del 

derecho de petición, consiste en que las solicitudes formuladas ante 

autoridades o particulares deben ser resueltas en el menor tiempo posible, 

sin que se exceda el término fijado por la ley para tal efecto.  

                                                           
1 Sentencia T-251 de 2009, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.  
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4.5.3.1. El artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 dispone un término general de 

15 días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud para dar respuesta, 

salvo que la ley hubiera determinado plazos especiales para cierto tipo de 

actuaciones. Esa misma disposición normativa se refiere a dos términos 

especiales aplicables a los requerimientos de documentos o información, y a 

las consultas formuladas a las autoridades relacionadas con orientación, 

consejo o punto de vista frente a materias a su cargo. Los primeros deberán 

ser resueltos en los 10 días hábiles siguientes a la recepción, mientras que 

los segundos dentro de los 30 días siguientes.  

De incumplirse con cualquiera de estos plazos, la autoridad podrá ser objeto 

de sanciones disciplinarias. Por ello, el parágrafo del precitado artículo 14 del 

CPACA admite la posibilidad de ampliar el término para brindar una 

respuesta cuando por circunstancias particulares se haga imposible resolver 

el asunto en los plazos legales. De encontrarse en dicho escenario, se 

deberá comunicar al solicitante tal situación, e indicar el tiempo razonable en 

el que se dará respuesta –el cual no podrá exceder el doble del inicialmente 

previsto por la ley–. Esta hipótesis es excepcional, esto es, solo cuando 

existan razones suficientes que justifiquen la imposibilidad de resolver los 

requerimientos en los plazos indicados en la ley.  

Como ya se anunciaba, el plazo para la respuesta de fondo se contabiliza 

desde el momento en que la autoridad o el particular recibieron la solicitud 

por cualquiera de los medios habilitados para tal efecto, siempre que estos 

permitan la comunicación o transferencia de datos. En otras palabras, los 

términos para contestar empiezan a correr a partir de que el peticionario 

manifiesta su requerimiento, (i) ya sea verbalmente en las oficinas o medios 

telefónicos, (ii) por escrito –utilizando medios electrónicos que funcionen 

como canales de comunicación entre las dos partes, o por medio impreso en 

las oficinas o direcciones de la entidad pública o privada–, o (iii) también por 

cualquier otro medio que resulte idóneo para la transferencia de datos. 

4.5.4. Respuesta de fondo. Otro componente del núcleo esencial supone 

que la contestación a los derechos de petición debe observar ciertas 

condiciones para que sea constitucionalmente válida. Al respecto, esta 

Corporación ha señalado que la respuesta de la autoridad debe ser: “(i) clara, 

esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; (ii) 

precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en 

información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas ; (iii) 

congruente, de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea 

conforme con lo solicitado; y además (iv) consecuente con el trámite que se 

ha surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un 

derecho de petición formulada dentro de un procedimiento del que conoce la 

autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con 

ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, 

sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido 

y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente”2 (se 

resalta fuera del original). 

                                                           
2 Sentencia T-610 de 2008, M.P. Rodrigo Escobar Gil. Véase también, entre otras, las sentencias T-430 de 2017, T-206 
de 2018, T-217 de 2018, T-397 de 2018 y T-007 de 2019. 
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La respuesta de fondo no implica tener que otorgar necesariamente lo 

solicitado por el interesado, salvo cuando esté involucrado el derecho de 

acceso a la información pública (art. 74 C.P.3), dado que, por regla general, 

existe el “deber constitucional de las autoridades públicas de entregarle, a 

quien lo solicite, informaciones claras, completas, oportunas, ciertas y 

actualizadas sobre cualquier actividad del Estado.” Sobre este punto, es 

preciso anotar que al tratarse de una garantía fundamental que permite el 

ejercicio de muchos otros derechos fundamentales, así como la 

consolidación de la democracia, las restricciones al derecho de petición y de 

información deben ser excepcionales y deberán estar previamente 

consagradas en la ley. Al respecto, en el Título III de la Ley 1712 de 2014 se 

hace referencia a los casos especiales en los cuales se puede negar el 

acceso a la información, por ejemplo, entre otros, al tratarse de información 

clasificada y reservada, o que pueda causar daños a personas naturales o 

jurídicas en su derecho a la intimidad, vida, salud, seguridad o secretos 

comerciales, industriales y profesionales.  

En las hipótesis en que la autoridad a quien se dirigió la solicitud no sea la 

competente para pronunciarse sobre el fondo de lo requerido, también se 

preserva la obligación de contestar, consistente en informar al interesado 

sobre la falta de capacidad legal para dar respuesta y, a su vez, remitir a la 

entidad encargada de pronunciarse sobre el asunto formulado por el 

peticionario.  

4.5.5. Notificación de la decisión. Finalmente, para que el componente de 

respuesta de la petición se materialice, es imperativo que el solicitante 

conozca el contenido de la contestación realizada. Para ello, la autoridad 

deberá realizar la efectiva notificación de su decisión, de conformidad con los 

estándares contenidos en el CPACA4. El deber de notificación de mantiene, 

incluso, cuando se trate de contestaciones dirigidas a explicar sobre la falta 

de competencia de la autoridad e informar sobre la remisión a la entidad 

encargada. 

En esa medida cualquier persona puede presentar peticiones ante las autoridades 

e incluso a los particulares, y éstos están obligados a suministrar una respuesta 

pronta, a resolver de fondo las peticiones y la notificación de la respuesta al 

interesado. La omisión de alguna de estas prerrogativas conlleva la vulneración del 

derecho fundamental de petición.  

 

5.2.3. Caso Concreto 

 

En el sub examine, la señora Yajaira Barbisa Vega, estima vulnerado su derecho 

de petición ante la presunta dilación injustificada de la Universidad Antonio Nariño, 

en darle respuesta de fondo a la petición que presentada el día 6 de noviembre del 

2020, 

 

La petición fue presentada el día 6 de noviembre de 2020, sin que hasta la fecha se 

le haya dado respuesta a la misma, según lo indica la parte actora en el escrito 

                                                           
3 Artículo 74 de la Constitución Política: “Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo 
los casos que establezca la ley. (…)”  
4 Capítulo V de la Ley 1437 de 2011, sobre PUBLICACIONES, CITACIOES, COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES.  
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tutelar, y se desprende de la negativa de la entidad accionada en rendir el informe 

solicitado, presumiéndose que no se le ha dado respuesta a la petición elevada por 

el actor, tal como lo enseña el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 

 

Dado que a la accionada se le encuentra vencido el término contemplado por la ley 

para dar respuesta a la petición impetrada por la señora Yajaira Barbosa Vega, 

contrariando así, las disposiciones Constitucionales y legales, es evidente la 

vulneración al derecho fundamental de petición rogado por la tutelante, por lo que 

deberá esta casa judicial ampararlo, y como consecuencia de tal protección, se 

ordenará a la UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO, que dentro del término de 

cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir de la notificación del presente proveído 

o del recibo de la comunicación correspondiente, de respuesta clara, precisa y 

congruente a la petición impetrada por la señora Yajaira Barbosa Vega el día 6 de 

noviembre del 2020. 

 

Con base en las consideraciones anteriormente expuestas, el JUZGADO 

TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MAGANGUÉ, administrado justicia en 

nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: TUTELAR el derecho de petición reclamado en este asunto a la señora 

YAJAIRA BARBOSA VEGA, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Ordenar al representante legal de la UNIVERSIDAD ANTONIO 

NARIÑO, que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir 

de la notificación del presente proveído o del recibo de la comunicación 

correspondiente, de respuesta clara, precisa y congruente a la petición impetrada 

por la señora Yajaira Barbosa vega, el día  6 de noviembre del 2020, esto es, la 

expedición de: certificado de anulación del crédito educativo referenciado con el 

No. 5384575, para así poder dejar por terminado el proceso de anulación del crédito 

ante el Icetex. 

 

TERCERO: DESVINCULAR al INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO 

EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR – ICETEX del presente 

tramite tutelar. 

 

CUARTO: Notifíquese a las partes por el medio más expedito posible, advirtiéndoles 

que esta decisión podrá ser impugnada dentro de los tres (3) días siguientes a su 

notificación. 

 

QUINTO: En el evento de no ser impugnada esta providencia, envíese a la 

Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, una vez sean levantados 

la suspensión de términos judiciales que en ese sentido decretó el Consejo Superior 

de la Judicatura. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

EDUARDO ANDRÉS QUINTERO RODRÍGUEZ 

Juez 
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